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Ref.: IA/IF/ij

Sr. D. Antonio Pulido Gutiérrez
Presidente de Cajasol

Plaza de San Francisco, s/n

41003 - Sevilla

Sr. Presidente: 

Esta Institución, según los artículos 41 y 128 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y 1, 10 y 13 de nuestra Ley reguladora (Ley 9/1983, de 1 de Diciembre), tiene competencia para la defensa de los derechos y libertades reconocidos en el Título I de la Constitución y en el Título I del Estatuto de Autonomía, siempre que resulten infringidos por alguna actuación de las Administraciones Públicas de Andalucía, a las que debemos supervisar.

La entidad Banca Cívica S.A. es una empresa privada, lo que, en principio, la excluye de nuestro ámbito de supervisión. No obstante, apelando al espíritu de compromiso social que ha sido seña de identidad de las Cajas de Ahorro que actualmente la integran,  hemos considerado oportuno y necesario dirigirnos a esa entidad con objeto de hacerle partícipe de la problemática que nos trasladan en forma de queja muchos clientes de esa entidad y con el ruego de que estudie posibles opciones para atender las peticiones de los mismos.

Como a buen seguro ya conocen, esta Institución viene recibiendo un creciente número de quejas procedentes de personas que se consideran perjudicadas como consecuencia de la adquisición a través de esa entidad del producto financiero denominado “participaciones preferentes”. Estas personas denuncian esencialmente una deficiente información previa a la adquisición de este producto financiero, que unida al desconocimiento acerca de este tipo de operaciones y a la confianza depositada en los responsables de las distintas sucursales que les ofertaban su compra, les ha llevado a adquirir finalmente un producto financiero complejo cuando creían estar comprando un producto bancario similar a los depósitos a plazo.

Teniendo en cuenta nuestras limitaciones competenciales y como medida de respaldo a cuantas personas se encuentran imposibilitadas de acceder a sus ahorros y en peligro de perderlos o verlos devaluados, esta Institución consideró conveniente remitir el asunto a la Oficina del Defensor del Pueblo Estatal. Ese Comisionado de las Cortes Generales tiene encomendada la supervisión de los órganos de la Administración Pública Estatal, por lo que sometíamos a su consideración la posibilidad de realizar alguna actuación ante la Comisión Nacional del Mercado de Valores, a la que corresponde la supervisión e inspección de los mercados de valores españoles y de la actividad de cuantos intervienen en los mismos.

No es, por tanto, el objeto del presente escrito tratar de dilucidar si la actuación de esa Entidad Financiera se ha ajustado a las exigencias legales de aplicación a la venta de este tipo de productos, aunque no podemos dejar de expresarle nuestras serias dudas acerca del cumplimiento de la normativa de transparencia y protección de la clientela, o de las buenas prácticas y usos financieros.

El motivo de la presente comunicación es trasladarle la gran inquietud que sentimos por la situación a la que se han visto abocadas estas personas, muchas de ellas de edad avanzada y en una precaria situación económica, al no poder disponer de sus ahorros, ni siquiera para hacer frente a sus necesidades más básicas o a situaciones de urgencia sobrevenidas. Del relato de las quejas recibidas se desprende el sufrimiento y la sensación de agravio e impotencia de las personas afectadas, muchas de las cuales estarían incluso viéndose afectadas en su salud, como consecuencia del grado de ansiedad y estrés que la situación les está provocando.

Nos dirigimos específicamente a esa Entidad por la especial raigambre con esta Comunidad Autónoma de alguna de las Cajas de Ahorro que la integran y por cuanto se está recibiendo últimamente un inusitado número de quejas procedentes de clientes que adquirieron las participaciones preferentes en las oficinas de la extinta Cajasol y que solicitan de forma expresa y reiterada la actuación mediadora de esta Institución ante lo que consideran una deficiente atención a su situación por parte de esa Entidad. 

Particularmente, las quejas más recientes se refieren a las operaciones de canje que se les estaría ofertando desde Banca Cívica como única solución para la recuperación del dinero invertido, denunciando que dicha oferta implica el ofrecimiento de unos productos financieros muy complejos, cuya idoneidad habría sido incluso criticada por la CNMV. A este respecto, las personas promotoras de las quejas expresan su malestar al conocer que otras entidades financieras estarían ofertando soluciones mucho mas ventajosas y acordes al perfil de su clientela para canjear las participaciones preferentes.

Sobre este particular nos permitimos trasladarle la petición de que por esa entidad se valore la posibilidad de mejorar la oferta de canje propuesta a la clientela afectada, equiparando la misma a la realizada por otras entidades financieras contando con el aval y el beneplácito de la CNMV y con la aceptación de su clientela.

De otro lado, nos preocupa la posibilidad de que exista un número importante de personas que, habiendo adquirido participaciones preferentes, desconozcan aun la situación en que se encuentra dicho producto financiero y las limitaciones para la retirada de los fondos invertidos en caso de necesitarlos. A este respecto, resultaría tranquilizador que desde esa Entidad, en un ejercicio de trasparencia, se nos acreditara que se ha informado de forma clara, expresa y comprensible a toda la clientela afectada acerca de la situación de estos productos financieros y de las soluciones ofrecidas para el canje de los mismos.

En la confianza de que nuestras peticiones serán acogidas favorablemente por esa Entidad y con la seguridad de que sabrá comprender que nuestra intervención en el presente asunto viene únicamente motivada por el deseo de ayudar a unas personas que atraviesan una grave situación personal y económica, quedamos a la espera de sus noticias.

Agradeciéndole su colaboración con esta Institución, atentamente le saluda,
José Chamizo de la Rubia
Defensor del Pueblo Andaluz en Funciones
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